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Ha sido consistente la jurisprudencia constitucional en afirmar que una actuación es temeraria “cuando a través de la interposición de varias acciones de tutela simultáneas o sucesivas, se pretende satisfacer una misma pretensión material, basada en supuestos de hecho idénticos. En estos casos el juez de tutela, debe constatar que se esté en presencia de una (i) identidad de accionado; (ii) identidad de accionante; (iii) identidad fáctica y (iv) ausencia de una justificación suficiente para interponer la nueva acción. Ahora bien, también ha establecido el Alto Tribunal, que una vez verificados los anteriores presupuestos, para que se configure la temeridad debe percibirse mala fe en el actuar del peticionario. 

Sin embargo, “en aquellos casos en que no se configure una actuación temeraria, las acciones de tutela interpuestas deben ser declaradas improcedentes, puesto que sobre las mismas opera la cosa juzgada constitucional, que se predica de la revisión de fallos de tutela de la Corte Constitucional”. (…)
Lo anterior pone de manifestó la temeridad con la que ha actuado el accionante, buscando evitar a toda costa el procedimiento ordinario, a pesar de que a ello lo instó el Tribunal Superior de Manizales en su varias Salas de Decisión e incluso en la última oportunidad fue ilustrado de las consecuencias de su actuar, mismas respecto a las cuales no le es dable alegar ignorancia o desconocimiento, toda vez que según el informe visible a folio 39 del expediente, es  Licenciado en Filosofía y Letras; no obstante ello, ha ignorado, sistemáticamente, las decisiones de la Corporación citada.

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

ACCIÓN DE TUTELA

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Pereira, ocho de octubre de dos mil dieciocho
Acta N° ______ del 8º de octubre de 2018
Procede la Sala de Decisión Laboral No 3º del Tribunal Superior de Pereira a resolver la impugnación propuesta por el señor JUAN CARLOS GARCÍA MONTOYA, contra la sentencia proferida por el Juzgado Laboral del Circuito de Dosquebradas el 29 de agosto de 2018, dentro de la Acción de Tutela que le promueve a la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional, la Junta Médico Laboral de Caldas, la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional Seccional Risaralda –Área de Medicina Laboral.

ANTECEDENTES

Informa el señor García Montoya que el 16 de julio de 1992, cuando estaba al servicio de la Policía Nacional como auxiliar bachiller, sufrió accidente con arma de fuego, siendo afectado en la región sacro lumbar; dicho siniestro ha provocado diversas lesiones y secuelas que todavía hoy persisten al punto que en junio de 2017, los especialistas en neurología, medicina laboral y psiquiatría le diagnosticaron “Estenosis Ósea del Canal Neural” y “Síndrome de Depresión” respectivamente; que el área de medicina laboral solicitó una nueva junta médico- laboral de pérdida de la capacidad laboral, debido a la “incapacidad permanente parcial, lesiones degenerativas, no quirúrgica con ´CANAL ESTRECHO DEGENERATIVO SACRO LUMBAR´”, sintomatología respecto a la cual tiene recomendaciones médicas de no permanecer en la misma posición durante dos horas.

Refiere que el día 29 de noviembre de 2017 elevó derecho de petición a la Dirección General de Sanidad para solicitar la convocatoria de la Junta Médico Laboral en orden a que fuera valorado psíquica y físicamente teniendo en cuenta los nuevos diagnósticos e incapacidades, solicitud que fue negada por la entidad sin ningún fundamento que atienda el fondo de su petición.  Informó también, respecto a igual petición elevada ante Junta Regional de Caldas, que esta dependencia le contestó que ninguna incidencia tendría una nueva valoración, respecto a la última calificación, ya que su condición médica seguía siendo la misma.
Considera que la negativa de las llamada a juicio de calificar nuevamente su capacidad laboral, vulnera sus derechos fundamentales a la seguridad social, el debido proceso, derecho de petición, acceso a la administración de justicia y mínimo vital, por lo que reclama su protección y como consecuencia de ello pide que se les ordene, en el marco de su competencia, valorar nuevamente su estado de salud de forma integral teniendo en cuenta cada una de los diagnósticos físicos y psiquicos derivados de la lesión sacra.
TRAMITE IMPARTIDO

La acción de tutela correspondió por reparto al Juzgado Laboral del Circuito de Dosquebradas, que en auto de fecha 15 de agosto del año 2018, admitió la acción, concediendo a las entidades accionadas el término de dos (2) días para ejercer el derecho de defensa.

La Dirección de Sanidad adujo en su defensa, luego de hacer un recuento normativo sobre su naturaleza jurídica y sus funciones dentro del Subsistema de Salud de las Fuerzas Militares y de Policía, así como las asignadas a las Seccionales de Sanidad y del Área de Medicina Laboral, que eran estas dependencias las competentes para resolver el asunto planteado en esta acción de tutela.
La Dirección de Sanidad Área Caldas, a su turno señaló que, con ocasión de una anterior tutela instaurada por el señor García Montoya, esa dependencia procedió a calificar al actor, valorando para tal efecto cada una de las patologías que referenció en esa oportunidad, mismas respecto a las cuales pretende ahora un nuevo dictamen.
Refiere que en la actualidad, la Junta Médico Laboral no tiene competencia para realizar un nuevo estudio, toda vez que el Área de Medicina Laboral ya emitió concepto al respecto, además, las enfermedades y lesiones por las cuales se pide reabrir el caso, acaecieron con posterioridad al servicio que el demandante prestó en la Policía Nacional.
Considera por tanto, que la vía constitucional fue agotada en este caso, correspondiendo entonces ahora, acudir a la jurisdicción contenciosa administrativa, lo cual no ha hecho el demandante, omisión con la que se evidencia la temeridad con la que obra el actor, pues pretende por medio de una nueva acción de tutela con identidad de sujetos, hechos y pretensiones, reabrir un debate en torno a una situación previamente definida.
En providencia de fecha 22 de agosto de 2018, el juzgado de conocimiento ordenó la vinculación de la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional seccional Risaralda – Área de Medicina Laboral, pero esta, no atendió el llamado del Despacho.

Llegado el día del fallo, el juzgado de conocimiento declaró improcedente la acción al verificar que el demandante había impetrado una acción que presentó identidad de partes, de fundamentos fácticos y causa petendi y, aun cuando no consideró que hubiese actuado con temeridad, si lo previno para que se abstuviera de acudir a la acción tutela con idéntico fin sugiriendo en su lugar iniciar las acciones ordinarias correspondientes.

Inconforme con la decisión, el accionante la impugnó señalando que los hechos que dieron origen a la presente acción constitucional son nuevos, así como los diagnósticos que evidencian que su cuadro clínico ha empeorado y su incapacidad laboral ha aumentado, tal como se demuestra con la historia clínica y los conceptos de los especialistas que conocen su caso.
Insiste en la procedencia de la acción de tutela para amparar los derechos fundamentales que reclama vulnerados, dada su condición de disminuido físico, la cual lo legitima para utilizar este mecanismo conforme lo ha señalado la jurisprudencia constitucional.
CONSIDERACIONES
PROBLEMA JURÍDICO

¿Ha actuado con temeridad el actor al solicitar por esta vía nuevamente la convocatoria de la Junta Médica de Calificación y Pérdida de la Capacidad Laboral de la Policía Nacional?

Antes de abordar el interrogante formulado, cabe recordar que el artículo 86 de la Constitución Nacional consagró la acción de tutela para proteger los derechos fundamentales de las personas cuando resulten amenazados o vulnerados por acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de los particulares en ciertos casos.

1. TEMERIDAD y COSA JUZGADA CONSTITUCIONAL

Ha sido consistente la jurisprudencia constitucional en afirmar que una actuación es temeraria “cuando a través de la interposición de varias acciones de tutela simultáneas o sucesivas, se pretende satisfacer una misma pretensión material, basada en supuestos de hecho idénticos. En estos casos el juez de tutela, debe constatar que se esté en presencia de una (i) identidad de accionado; (ii) identidad de accionante; (iii) identidad fáctica y (iv) ausencia de una justificación suficiente para interponer la nueva acción
. Ahora bien, también ha establecido el Alto Tribunal, que una vez verificados los anteriores presupuestos, para que se configure la temeridad debe percibirse mala fe en el actuar del peticionario. 

Sin embargo, “en aquellos casos en que no se configure una actuación temeraria, las acciones de tutela interpuestas deben ser declaradas improcedentes, puesto que sobre las mismas opera la cosa juzgada constitucional, que se predica de la revisión de fallos de tutela de la Corte Constitucional”
. (Negrillas fuera del original).
2. CASO CONCRETO

En el presente asunto, el actor solicita que se convoque nuevamente a la Junta Médico Laboral para que sean valoradas patología tales como “Estenosis ósea del canal neural”, “Canal estrecho degenerativo sacro-lumbar”, “Neuroma Postraumático”, las cuales afirma son consecuencia del accidente con arma de fuego que sufrió el 16 de julio de 1992 mientras prestaba el servicio militar obligatorio como auxiliar bachiller al servicio de la Policía Nacional.

La Dirección de Sanidad del Área de Caldas, señala en su respuesta que el actor ha acudido a la acción de tutela en varias oportunidades buscando idéntico fin, esto es la calificación de su invalidez, la cual se encuentra consolidada, en tanto que las patología que afirma son secuelas del siniestro, en realidad no lo son y así se determinó en la Junta Medica realizada el 25 de noviembre de 2011.

Revisado el expediente, se tiene que el incidente en donde la humanidad del actor fue impactada por un proyectil, aconteció el 16 de julio de 1992 y en esa oportunidad fue convocada la Junta Médico Laboral, órgano que rindió dictamen el día 10 de abril de 2003; posteriormente, ante la interposición de una acción de tutela fue nuevamente valorado por la Junta Médico Laboral el 25 de noviembre de 2011 y por el Tribunal Médico Laboral el día 6 de septiembre de 2012, en esa ocasión fueron considerados los diagnósticos de “Síndrome miofacial de trapecio derecho; el síndrome doloroso regional complejo (miembro superior derecho), el cerviobraquialgia (sic), el trastorno somatoformo persistente, el trastorno de adaptación, la discopatía cervical C3-C4, C5-C6, y la bursitis de hombro”, determinando que ninguna de estas patología guarda relación con el accidente con arma de fuego.

No obstante ello, consideró el órgano de cierre que las secuelas dejadas por el siniestro, son “el síndrome doloroso secundario a neuroma S4 derecho y cicatriz traumática”, por lo que procedió a modificar la disminución de la capacidad laboral en 18.12%.

Posteriormente, según providencia que obra de folio 119 al 127 del expediente, proferida por la Sala Penal de Decisión del Tribunal de Manizales, el señor Juan Carlos García Montoya inició una nueva acción constitucional en contra de las entidades aquí accionadas, solicitando una nueva valoración por parte de la Junta Médica teniendo en cuenta el nuevo cuadro clínico como “lesiones cervicales y síndrome de abducción dolorosa del hombro derecho”.

En esta oportunidad, la Corporación consideró que no se configuró la temeridad, dado que el actor buscaba el amparo de garantías diferentes a las que se protegieron con anterioridad y el reproche respecto a la vulneración tuvo un fundamento diverso, pues la primera vez solicitó una valoración “amplía y completa al ponderar su estado de salud a causa de las múltiples y severas lesiones presentadas”, mientras que ahora solicitaba “la valoración de cada una de los diagnósticos que se han producido como consecuencia de sus diversos padecimientos”; respecto a ésta última petición, consideró el juez colegiado que el amparo pretendido por el actor era improcedente, toda vez que la vulneración de sus derechos fundamentales estaba soportaba en la inconformidad respecto al porcentaje asignado por el Tribunal Médico Laboral -18.12%-, pretendiendo que se tuvieran en cuenta otra vez diagnósticos ya calificados respecto a los cuales, solo algunos fueron considerados secuelas del siniestro.
A folio 128 del expediente milita otra providencia adiada 28 de septiembre de 2016, en la que la Sala Civil Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Manizales, resuelve la acción constitucional formulada por el señor Juan Carlos García Montoya, por medio de la cual pretende el demandante una nueva convocatoria de la Junta Médica que valore nuevas lesiones y patologías que afirma, son derivadas del accidente sufrido en el año 1993, consistentes en “síndromes de la columna o del sistema nervioso central, que incapacita el hombro derecho, mano dominante, una incapacidad mayor de 60 grados para levantar la mano derecho, la flexión y la abducción con trastorno de otros movimientos del hombro”.

En esta nueva ocasión, la Corporación negó por improcedente la petición de amparo, al establecer que la materialización de la protección reclamada, de acuerdo con el libelo inicial, no sólo implica la emisión de un nuevo dictamen, sino también la revocatoria de la decisión que negó tal petición, controversia que no es propia del escenario constitucional, pues corresponde a la jurisdicción contencioso administrativa establecer los derechos legales derivados del incidente con arma de fuego que tuvo lugar 24 años atrás.

A folio 131 del expediente obra la decisión proferida el 30 de marzo del año que corre, por medio de la cual la Sala Penal del Tribunal Superior de Manizales se pronunció en torno a la acción de tutela instaurada por el señor Juan Carlos García Montoya con el fin de que la Junta Médica de Calificación de pérdida de capacidad laboral de Caldas realice una nueva valoración, en consideración a las enfermedades y síndromes que surgieron como consecuencia del proyectil que impactó en su humanidad, tales como “síndromes de la columna vertebral que afectaron el hombro derecho, mano dominante, con ´UNA INCAPACIDAD MAYOR DE 60´ para levantar la mano diestra, la flexión interna, la rotación externa entre otros, resaltando que son lesiones degenerativas y progresivas”. 
La Sala, en esta oportunidad señaló que si bien no se dan los presupuestos para catalogar de temeraria la actuación del actor, la protección debía ser negada al verificar la existencia de un pronunciamiento previo respecto a lo pretendido por éste.

Si bien en la presente actuación el actor es cuidadoso de relatar nuevos hechos y aportar documentos y valoraciones recientes que hacen parte de su historia clínica, una cosa es clara para la Sala y es que pretende que se valore, como consecuencia del accidente con arma de fuego sufrido en el año 1992, la Bursitis, tendinitis y síndrome del manguito rotador que padece en su hombro derecho así como el cuadro psiquiátrico que refiere padecer actualmente, cuando lo cierto es que las afecciones que pueda llegar a padecer en su hombro derecho y la afectación de su psiquis fueron descartadas como secuelas del accidente sufrido cuando prestaba el servicio militar obligatorio ocurrido 20 años atrás,  tanto por la Junta Médica de Caldas como por el Tribunal Médico Laboral del Revisión Militar y de Policía, cuando fueron emitieron los respectivos dictámenes –fls 7-15-, en cumplimento a una orden de tutela.
Dicha decisión no fue objeto de reclamo por la vía judicial, por parte del tutelante; sin embargo entre la fecha del dictamen emitido en segunda instancia -6 de septiembre de 2012- al día de hoy, el señor García Montoya ha presentado 4 acciones de tutela con idéntico fin, esto es que se convoque a la Junta Médico Laboral para que valore las patologías que afirma se generaron como consecuencia de multicitado accidente, cuando desde el pronunciamiento que hiciere la Sala Penal del Tribunal Superior de Caldas el 4 de junio de 2013, se le instó a que acudiera a la vía ordinaria, dado que lo por él pretendido ya había sido definido por el órgano competente.  
Respecto a las lesiones relacionadas con el siniestro, se tiene que estas ya fueron valoradas e incluso su evolución fue considerada en el último dictamen, a pesar de haber transcurrido 20 años desde su acontecimiento.
Ahora bien, de acuerdo con la historia clínica, se advierte que no existe consistencia entre las varias epicrisis que aparecen relacionadas, pues la que obra a folio 89 del expediente, hace mención a que el dolor lumbar se presentó una vez el actor fue sometido a cirugía debido a la bala que impacto en su cuerpo y, en la anotación que se ve a folio 85 se lee que le informa al galeno que le brinda atención, que después del incidente siguió su vida normal hasta el año 2002, es decir 10 años luego del suceso. 
Cómo puede observarse, existe duda respecto a la evolución de las lesiones calificables y la relación del cuadro psiquiátrico y las afecciones que sufre a nivel de la espalda y el hombro derecho con el accidente ocurrido cuando prestaba el servicio militar, por lo tanto, no hay mérito para considerar que la negativa de la Dirección de Sanidad Área Caldas de convocar nuevamente a la Junta Médica sea vulneratoria de sus derechos fundamentales y menos para estimar que es esta vía la llamada a resolver el problema jurídico planteado, cuando el mecanismo ordinario ha sido desdeñado sin ninguna explicación, a pesar de haber sido instado en varias oportunidades por la jurisdicción constitucional a acudir a él.
Así las cosas, si bien la decisión de primer grado debe ser confirmada, respecto a la improcedencia del amparo solicitado, es evidente que no existe muestras de buena fe en el actuar del demandante al interponer la presente acción, pues como se indicó con precedencia, lo pretendido en esta ocasión ha sido objeto de pronunciamiento por parte de la justicia constitucional en cuatro oportunidades, señalándole la vía a la cual debe acudir desde el pronunciamiento que hiciera la Sala Penal del Tribunal Superior de Manizales el cuatro de junio de 2013, reiterado por la Sala Civil Familia de la misma Corporación en decisión de 28 de septiembre de 2016 y en una vez más, en providencia de fecha 30 de marzo de 2017, nuevamente la Sala Penal le niega la protección y seguidamente dispone que se ilustre al actor respecto a la “posibilidad de que incurra en temeridad, si se dan la hipótesis de acudir indiscriminadamente a la acción de amparo, para propugnar por la decisión sobre un asunto ya previamente decidido en escenario de un juez constitucional” –fl 138 vto-.
Lo anterior pone de manifestó la temeridad con la que ha actuado el accionante, buscando evitar a toda costa el procedimiento ordinario, a pesar de que a ello lo instó el Tribunal Superior de Manizales en su varias Salas de Decisión e incluso en la última oportunidad fue ilustrado de las consecuencias de su actuar, mismas respecto a las cuales no le es dable alegar ignorancia o desconocimiento, toda vez que según el informe visible a folio 39 del expediente, es  Licenciado en Filosofía y Letras; no obstante ello, ha ignorado, sistemáticamente, las decisiones de la Corporación citada.
De acuerdo con lo expuesto, se revocara el ordinal SEGUNDO de la decisión recurrida para en su lugar imponerle a título de costas, conforme lo establece el artículo 25 del Decreto 2591 de 1991, la suma de $781.242. 

Así mismo se compulsaran copias con destino a la Fiscalía General de la Nación con el fin de que investigue la posible conducta penal en la que ha incurrido – falso testimonio por el juramento expresado al momento de impetrar la presente acción constitucional –artículo 37 del Decreto 2591 de 1991-.
En virtud de lo anterior, la Sala de Decisión Laboral No 3º del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución
RESUELVE
PRIMERO: REVOCAR el ordinal SEGUNDO del sentencia proferida por el Juzgado Laboral del Circuito de Dosquebradas el día 9 de agosto de 2018, para en su lugar, CONDENAR en costas al señor JUAN CARLOS GARCÍA MONTOYA a favor de la Policía Nacional Dirección de Sanidad Área Caldas, las cuales se fijan en la suma de SETECIENTOS OCHENTA Y UN MIL DOSCIENTOS CUARENTA Y DOS PESOS ($781.242) 

Así mismo, se ordena COMPULSAR copias de la presente actuación ante la Fiscalía General de la Nación, con el fin de investigue al señor JUAN CARLOS GARCÍA MONTOYA, por la posible comisión de una conducta penal –falso testimonio– contra la administración de justicia.
SEGUNDO: CONFIRMAR en todo lo demás la providencia impugnada. 
TERCERO: NOTIFICAR esta sentencia a las partes, por el medio más expedito. 

CUARTO: ENVIAR a la Corte Constitucional para su eventual revisión. 
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE
Quienes integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES      ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN
� T-151-12 


� Ibídem 
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